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INFORME DE LEGALIDAD RELATIVO AL PROYECTO DE BASES DE COLABORACIÓN ENTRE EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE Y LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO PARA LA DOTACIÓN DE AUXILIARES DE CONVERSACIÓN EN LOS CENTROS EDUCATIVOS DE EDUCACIÓN SECUNDARIA Y ESCUELAS OFICIALES DE IDIOMAS, PARA EL CURSO 2014-2015 
Ref.: 029/2014 IL

I. ANTECEDENTES
Por la Dirección de Estudios y Régimen Jurídico se ha solicitado informe de legalidad en relación al proyecto de referencia.

El presente informe se emite en virtud de las competencias que al Departamento de Administración Pública y Justicia y a la Dirección de Desarrollo Legislativo y Control Normativo de la Viceconsejería de Régimen Jurídico, confieren, respectivamente, el artículo 6.1 h) del Decreto 20/2012, de 15 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos, y el artículo 13.1.c) del Decreto 188/2013, de 9 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Administración Pública y Justicia.
II. CONSIDERACIONES DE LEGALIDAD
(I) El texto remitido acoge un contenido similar al ofrecido por los que constituyen sus inequívocos precedentes, los Convenios de colaboración entre el Ministerio de Educación y Cultura y la Administración General de la Comunidad Autónoma del País Vasco para la dotación de auxiliares de conversación a centros educativos de la Comunidad Autónoma del País Vasco, acuerdos que en los últimos años se vienen sucediendo con periodicidad anual –ligados a los diferentes cursos académicos- con el objetivo que explicita su título.

Los informes de legalidad que han examinado dichos convenios no han planteado objeciones a sus aspectos esenciales. Aprecian que la Administración General de la Comunidad Autónoma del País Vasco y la Administración General del Estado ostentan capacidad legal mutua para su suscripción y concluyen con la existencia de un fin común de interés público que vincula a las partes en su formal y expreso deseo de colaboración.

A la vista de que el texto que ahora se tramita reproduce sustancialmente las obligaciones recogidas en sus antecedentes, procede que nos remitamos a aquellos informes favorables (informes de 23 de abril de 2010, 7 de marzo de 2012 y 16 de abril de 2013), haciendo nuestras sus conclusiones
(II) Sin perjuicio de lo anterior, debemos sin embargo apuntar que el borrador que se informa, a pesar de la sustancial identidad en cuanto a contenidos materiales ya apuntada, reviste una forma novedosa que no podemos pasar por alto.

Por razones que se desconocen, se ha optado en esta ocasión no sólo por abandonar la denominación de convenio de colaboración, sino por huir asimismo de los requisitos que a este instrumento impone el artículo 6 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Resulta llamativo que la Memoria que acompaña al proyecto, lejos de dar razón sobre los motivos de tales cambios, los ignora de manera que, al describir la estructura del texto, refiere de forma errónea la que ha caracterizado a sus antecedentes pero no al presente proyecto. Así, señala literalmente que el presente Convenio de Colaboración consta de ocho artículos en los que se desarrollan las medidas de gestión, el régimen, la financiación, la legislación aplicable y por último la vigencia, siendo así que el proyecto actual ni contiene ocho artículos ni acoge la mayoría de los extremos citados.

A juicio de quien informa, el texto remitido configura un instrumento de colaboración interadministrativo, con concretas actuaciones a desarrollar por los firmantes. Al margen de la denominación que quiera imponérsele, constituye materialmente un convenio de colaboración y, desde tal perspectiva, aun admitiendo la libertad y flexibilidad que caracterizan a esta figura, debemos constatar que debe someterse a las previsiones que contiene el ya citado art. 6 Ley 30/1992 en cuanto a las especificaciones que debe incluir. 
Por otra parte, deberá ajustarse igualmente a las previsiones incluidas en las Normas por las que se determinan los Convenios que deben ser autorizados por el Consejo de Gobierno y se regulan la negociación, tramitación, suscripción, publicación y seguimiento de los mismos aprobadas por el Consejo de Gobierno en su sesión de día 9 de enero de 1996. 
Tal ha sido el régimen jurídico al que se han adecuado los acuerdos que le han precedido sin que, insistimos, se nos haya expuesto la finalidad a la que pudiera pretender servir su variación.
Como último apunte señalaremos que la parte expositiva del acuerdo remitido contiene un apartado (“Antes del inicio del curso escolar, el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte enviará la relación detallada de los auxiliares seleccionados para la Comunidad Autónoma del País Vasco”), que por su naturaleza obligacional debiera incorporarse a la parte dispositiva del texto.
Este es mi informe que emito en Vitoria-Gasteiz, a veintiséis de marzo de dos mil catorce, y someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Mirari Erdaide Gabiola
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